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Decreto No. 913

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 64 / 11 de Agosto de 2017.
INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; LA LEY DE EXTINCIÓN DE DOMINIO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; Y LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS ESTATALES Y MUNICIPALES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ. 

El que suscribe, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59 fracción II y 82 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 2, 6, 9 apartado A fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y 152 fracción II y 153 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito someter a la consideración de este Honorable Congreso la presente iniciativa de decreto al rubro indicada, al tenor de la siguiente: 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El 27 de mayo de 2015, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el decreto por el cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la corrupción. 

En virtud de esta reforma el Sistema Nacional Anticorrupción se crea con el fin de fungir como una instancia autónoma, de coordinación entre autoridades de todos los órdenes de gobierno, para la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y el control de recursos públicos. 

Este Sistema tiene como pilares fundamentales los siguientes:

1. Coordinación. A través de él se coordina a los actores sociales y a autoridades de los distintos órdenes de gobierno. 

2. De prevención. 

3. De control. Mediante instrumentos que permiten una rendición de cuentas clara y efectiva. 

4. De sanción. Estableciendo actos u omisiones en los que pueden incurrir tanto servidores públicos como particulares: divididos por faltas administrativas graves, faltas administrativas no graves y actos de particulares vinculados con faltas administrativas graves.

En dicha reforma fueron modificadas las disposiciones relativas a los órganos internos de control, entre las que se destacan la obligación de los entes públicos estatales y municipales de contar con órganos internos de control; tratándose de los organismos con autonomía reconocida por la Constitución​─ en el Estado organismos públicos autónomos─ que ejerzan recursos del presupuesto de egresos, los titulares de los órganos internos de control serán designados por las dos terceras partes de los miembros presentes de la legislatura local; el nombramiento del titular de la Secretaría encargada del control interno de la Administración Pública Estatal deberá ser ratificado por el Congreso del Estado; la inclusión de la atribución, a los órganos internos de control de las dependencias y Entidades del Estado, y municipios de prevenir, investigar, substanciar y resolver los procedimientos derivados de actos u omisiones que pudieran constituir faltas administrativas no graves.

Así mismo, el 18 de julio de 2016, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el decreto mediante el cual se expide la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción y la Ley General de Responsabilidades Administrativas.

En estas Leyes Generales se introduce el concepto de órganos internos de control, como aquellas unidades administrativas a cargo de promover, evaluar y fortalecer el buen funcionamiento del control interno en los entes públicos.

Entre las diversas facultades de los órganos internos de control que contemplan los ordenamientos legales señalados, destacan el de implementar los mecanismos internos que prevengan actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas, el revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos públicos federales o estatales según su ámbito de competencia, y el de presentar denuncias por hechos que las leyes señalen como delitos ante la Fiscalía Especializada competente para conocer de los delitos por hechos de corrupción.

La entrada en vigor de las reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la expedición de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción y Ley General de Responsabilidades Administrativas, representan un avance histórico para el país en la lucha contra la corrupción, mediante las cuales, se establece por primera vez la unión de esfuerzos institucionales que, apoyados por la transparencia y rendición de cuentas, buscan confianza de los ciudadanos en las instituciones en un marco de promoción de la legalidad y de buenas prácticas.

En ese contexto, es necesario el adecuar nuestra legislación estatal a efecto de ser homologada con las disposiciones constitucionales y generales, toda vez que la justicia administrativa funge como elemento esencial para la garantía y respeto de los derechos humanos frente a los actos del Estado mismos que tienen como fin el bienestar colectivo, por lo que resulta fundamental que sus instituciones y procedimientos se adecuen y se transformen acorde a las necesidades sociales. 

En atención a lo expuesto y en cumplimiento al Plan Estatal de Desarrollo Coahuila de Zaragoza 2011 2017 en su Eje rector 4 “Un nuevo pacto social”, específicamente el Objetivo 4.1 el cual establece que en nuestro Estado se debe conformar un nuevo marco jurídico de gran alcance, moderno, que garantice el orden social y el adecuado funcionamiento de las instituciones del estado, se proponen diversas modificaciones a la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, entre ellas las siguientes:

· Se adiciona como atribución expresa de los titulares de las dependencias el expedir los manuales de organización, de procedimientos y de servicios al público y demás disposiciones de carácter general necesarias para el desarrollo y ejercicio de las atribuciones que le competan.

· Que los manuales de organización general serán publicados en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, mientras que los manuales de procedimientos y de servicios al público deberán estar disponibles para consulta de los usuarios y de servidores públicos, a través del registro electrónico que opera la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas.

· Se modifican las atribuciones de la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, entre otras:

· Organizar y coordinar el sistema de control interno y la evaluación de la gestión gubernamental.

· Vigilar, en colaboración con las autoridades que integren el Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción, el cumplimiento de las normas de control interno y fiscalización.

· Designar y remover a los titulares de los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública del Estado.

· Establecer y conducir la política general de las contrataciones públicas.
· Conocer e investigar las conductas de los servidores públicos de la Administración Pública del Estado que puedan constituir responsabilidades administrativas, así como substanciar los procedimientos correspondientes.

· Implementar las acciones que acuerde el Sistema Estatal Anticorrupción.

· Emitir el Código de Ética de los servidores públicos de la administración pública estatal, entre otras.

· El nombramiento del o la titular de la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas será sometido por el Titular del Ejecutivo Estatal a ratificación del Poder Legislativo del Estado, acompañado de la declaración de interés de la persona propuesta.
· Finalmente se refuerzan las disposiciones relativas a los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, así como de sus áreas de auditoría, quejas y responsabilidades mismos que tendrán las atribuciones siguientes:

· Los órganos internos de control tendrán la facultad de auditoría.

· Formularán en el mes de noviembre su plan anual de trabajo y de evaluación.

· Entregarán informes al titular de la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas en los meses de mayo y noviembre, respecto a los hallazgos en la gestión y recomendaciones, así como de la relación de los procedimientos por faltas administrativas y de sanciones aplicadas.

· Los titulares de los órganos internos de control encabezarán comités de control y desempeño institucional para el seguimiento y evaluación general de la gestión.
Por otra parte, en virtud de la reforma a la Constitución Política del Estado de Coahuila mediante la cual se crear la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza como organismo público autónomo, con el objeto de fortalecer el Sistema Estatal Anticorrupción y a fin de llevar a cabo la función de: procuración de justicia libre de injerencias de otros poderes u órganos e incluso libre de influencias políticas con independencia económica, libertad para reglamentar su actuación en el ámbito de su competencia y la facultad de organizarse internamente y administrar sus recursos, se modifica la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza a efecto de armonizarla con la reforma aludida, por lo que se propone derogar las disposiciones que hacen referencia a la Procuraduría General de Justicia del Estado, al titular de dicha procuraduría y sus atribuciones, así como los requisitos para asumir este cargo.

También se propone la modificación a la Ley de Extinción de Dominio del Estado de Coahuila de Zaragoza, con el propósito de incluir el delito de enriquecimiento ilícito, como un delito más por el que procederá la acción de extinción de dominio en los términos que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por otra parte, se elimina el delito de facilitación delictiva como causa de procedencia de extinción de dominio y se sustituye la denominación de la Procuraduría General de Justicia del Estado y Procurador General de Justicia del Estado por Fiscalía General y Fiscal general. 

De igual forma, en la citada reforma a la Constitución local, se instituye el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, dotado de patrimonio y personalidad jurídica, con plena autonomía para dictar sus fallos y establecer su organización, funcionamiento y los recursos para impugnar sus resoluciones; independiente del Poder Judicial. 

En atención a ello, en las disposiciones constitucionales relativas al Poder Judicial del Estado, se suprimió al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, lo cual hace necesaria la modificación conducente en las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, con objeto de realizar la armonización legislativa necesaria para el debido funcionamiento del Sistema Estatal Anticorrupción. 

Por último, se propone derogar los títulos primero, título tercero y el título cuarto incluyendo todos los capítulos y artículos que los conforman, así como las disposiciones relativas a la declaración de procedencia, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza que regulan las obligaciones de los servidores públicos, así como los procedimientos y sanciones por infracciones a dicha ley, dejando subsistente las disposiciones relacionadas con el juicio político que prevé el citado ordenamiento jurídico.

Lo anterior, con el objeto de no duplicar supuestos de faltas administrativas graves o no graves, de procedimientos y sanciones que ya se contemplan en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y que de establecerlas o reproducirlas en la legislación estatal puede hacer vulnerable el Sistema Nacional Anticorrupción y en consecuencia el Sistema Estatal, toda vez que la finalidad es que exista uniformidad e identidad de faltas administrativas, de procedimiento y sanciones de manera que no haya diversidad en su regulación en cada entidad federativa, que haga imposible el buen funcionamiento y resultado positivos del Sistema en su totalidad. 

Así mismo, es importante destacar que en diversas ocasiones se llevaron a cabo reuniones con la Secretaría Técnica de la Confederación Nacional de Gobernadores (CONAGO) y la mayoría de los Estados y la Conferencia Permanente de Congresos Locales (COPECOL), así como de un grupo de apoyo integrado por representantes de  la Procuraduría Fiscal de la Federación, de la Auditoría Superior de la Federación, de la Secretaría de la Función Pública y de Transparencia Mexicana, en las que se establecieron algunas guías sobre el contenido de las reformas a las leyes estatales, resaltando en especial la recomendación de no expedir leyes de responsabilidad administrativa, a fin de no duplicar disposiciones que pudieran alterar o hacer vulnerable el funcionamiento del Sistema Nacional Anticorrupción, en virtud de que la legislación aplicable en materia de responsabilidades administrativas es la Ley General de Responsabilidades Administrativas, la cual prevé las faltas administrativas, los procedimientos y las sanciones correspondientes.  

En ese sentido, se considera innecesario reproducir una normativa que ya se encuentra establecida en la Ley General señalada, además, de dejar abierta la posibilidad de acciones de inconstitucionalidad que pudieran eventualmente obstaculizar la debida implementación del Sistema Estatal Anticorrupción.

Esto es así, si tomamos en cuenta que en la reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia del Sistema Nacional Anticorrupción a que se ha hecho referencia, se establece la facultad del Congreso de la Unión de expedir la ley general que distribuya competencias entre los órdenes de gobierno para establecer las responsabilidades administrativas de los servidores públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u omisiones que éstos incurran y en las que incurran los particulares vinculados con faltas administrativas graves, así como los procedimientos para su aplicación. Asimismo, en el artículo sexto transitorio se prevé que en tanto se expiden y reforman las leyes generales continuará aplicándose las leyes en materia de responsabilidades administrativas de las entidades federativas.

Es decir, una vez que entre en vigor la Ley General de Responsabilidades Administrativas, de acuerdo al transitorio sexto citado de la reforma constitucional federal de la materia y atendiendo el contenido de dicha ley general, en la cual no se desprende que se le otorgue facultades a las entidades federativas para establecer faltas administrativas, sanciones o procedimientos para sancionar en caso de incumplimiento, sino únicamente le concede competencia para sustanciar procedimientos e imponer sanciones, derivado de ello, las leyes sobre responsabilidades administrativas en el ámbito federal y estatal ya no continuarán aplicándose, lo que se corrobora con lo dispuesto por los párrafos segundo, tercero y cuarto del artículo tercero transitorio de la ley general mencionada, de .ahí que se proponga que se deroguen las disposiciones relativas a la materia que nos ocupa. 

.Además, del estudio comparativo entre la Ley General de Responsabilidades Administrativas y la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, se advierte que la primera hace referencia en todo su texto, donde es conducente, a las autoridades de las entidades federativas por lo que no habría ninguna complicación o dificultad para su aplicación, por otra parte, contempla un catálogo de faltas administrativas graves y no graves, así mismo, regula los procedimientos para imponer las sanciones en caso de la comisión de alguna de ellas y lo relativo a la declaración patrimonial y de intereses, y la ley estatal de la materia regula estas figuras pero de forma distinta, por lo que, independientemente de la competencia o no del estado para legislar en la materia de responsabilidades administrativas, a fin de no incurrir en antinomias entre ambas leyes que pongan en riesgo el Sistema Nacional Anticorrupción y el Sistema Estatal, no se incorpora el contenido de la Ley General a la Ley de Responsabilidades del Estado y se dejan sin efecto las que pudieran generar contradicción o duplicidad.
Por otra parte, el 3 de julio del presente año el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, emitió el Pronunciamiento sobre la Aplicabilidad de la Ley General de Responsabilidades Administrativas para todo el País mediante el cual señala literalmente:

 “Si bien la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) no señala de manera expresa que la regulación en materia de responsabilidades administrativas es facultad exclusiva del Congreso Federal, la configuración de la Ley General de Responsabilidades Administrativas (LGRA), así como el espíritu de la reforma constitucional que dio lugar al Sistema Nacional Anticorrupción (SNA), lleva a concluir que sería inconveniente que las entidades federativas emitieran sus propios marcos normativos. 

Aunque es posible que algunos Congresos locales argumenten que es necesario contar con leyes acorde a la realidad y estructuras administrativas de cada entidad federativa, dicho planteamiento estaría en contradicción con uno de los objetivos principales de la LGRA, el cual se refiere al establecimiento de un catálogo único de faltas administrativas, así como la definición del procedimiento de imposición de sanciones.”

En virtud de lo anterior, es que ponemos a consideración de este Honorable Congreso del Estado para su revisión, análisis y en su caso aprobación, la siguiente iniciativa de:

DECRETO

PRIMERO. Se reforman el segundo párrafo del artículo 1; la fracción IV del artículo 3; el primer párrafo del artículo 6; el primer párrafo del artículo 7; las fracciones VIII y XX del apartado A y fracción IX apartado B del artículo 9; el artículo 16; los párrafos primero, segundo y noveno del artículo 17; el segundo párrafo del artículo 20; la fracción VII del artículo 21; las fracciones XXX y XXXIII del artículo 23; la fracción I del artículo 29; el artículo 36; y el artículo 37; y se adicionan un párrafo cuarto al artículo 1; y un párrafo quinto al artículo 6; se derogan la fracción IX del artículo 3; la fracción XVIII del artículo 20, el capítulo cuarto y el artículo 38, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO 1. …

La administración pública centralizada se compone por el Despacho del Gobernador, las secretarías del ramo y demás unidades administrativas que se integren para la buena marcha de la administración, cualquiera que sea su denominación. 

…

En cada una de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, se mantendrán al corriente los escalafones de los trabajadores, y se establecerán los sistemas de estímulos y recompensas que determinen la ley y las condiciones generales de trabajo respectivas.

ARTÍCULO 3. …

I. a III.
…

IV. Dependencias: las secretarías del ramo que conforman la administración pública centralizada;

V. a VIII. …

IX. Se deroga. 

X. …

ARTÍCULO 6. Todos los reglamentos, decretos, acuerdos y circulares expedidos por el Gobernador, serán refrendados por los titulares de las secretarías del ramo a los que el asunto corresponda.

…

…

…

Los manuales de organización general deberán publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, mientras que los manuales de procedimientos y de servicios al público deberán estar disponibles para consulta de los usuarios y de los propios servidores públicos, a través del registro electrónico que opera la Secretaría de Fiscalización y rendición de Cuentas.

ARTÍCULO 7. Quienes sean titulares de las dependencias y entidades, no podrán desempeñar ningún otro puesto, empleo, cargo o comisión, salvo aquellos relacionados con la docencia y la investigación, siempre y cuando exista compatibilidad en el ejercicio de los mismos. 

…

…

ARTÍCULO 9. …

A.
…
I. a VII. …

VIII. Designar y someter a ratificación del Congreso del Estado, o en su caso, a la diputación permanente, a quienes sean titulares de las secretarías del ramo y determinar, en su caso, su remoción;

IX. a XIX. … 

XX. Tomar la protesta de quienes sean titulares de las secretarías del ramo;

XXI.
y XXII. …


B. …
I. a VIII.
…

IX. Concurrir al Congreso del Estado cuando se discuta un proyecto de ley o decreto que el gobernador  presente, a fin de informar respecto a su contenido. Dicha atribución sólo podrá delegarse en quienes ocupen la titularidad de la Consejería Jurídica, las secretarías del ramo o en quienes dirijan entidades paraestatales, y

X. … 

ARTÍCULO 16. Para ser titular de las Secretarías del Ramo se requiere: 

I. Ser ciudadano coahuilense por nacimiento, o ser padre o madre de coahuilense por nacimiento y en este caso, tener residencia efectiva de cinco años anteriores a la designación; o ser ciudadano mexicano con una residencia en el estado de diez años previos a su nombramiento; 

II. Tener pleno uso y goce de sus derechos políticos; 

III. Tener un modo honesto de vivir, gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito intencional que amerite pena corporal de más de un año de prisión. Si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime la buena fama en concepto público, quedará inhabilitado para ocupar el cargo, cualquiera que haya sido la pena. 

ARTÍCULO 17. Quienes sean titulares de las dependencias, entidades, de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia y demás servidores públicos del estado, antes de tomar posesión de su cargo o empleo, deberán rendir protesta. 

El servidor público que deba rendir protesta lo hará ante el gobernador invariablemente cuando se trate de quienes vayan a ocupar la titularidad de una Secretaría o de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, en los demás casos lo podrán hacer ante quien el gobernador designe. 

…

…

…

…

…

…

Al tomar posesión del cargo, quienes sean titulares de las dependencias, entidades y de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, recibirán los asuntos inherentes a su competencia, así como los recursos humanos, materiales y financieros en los términos de las disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 20. …

I. a XVII.
…

XVIII.
Se deroga
XIX. 
… 

Quienes sean titulares de las Secretarías y la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, integrarán el gabinete legal. 

…

…

ARTÍCULO 21. …

I. a la VI. …

VII.
Expedir, previa opinión de la Consejería Jurídica, los acuerdos, circulares, los manuales de organización, de procedimientos y de servicios al público y demás disposiciones de carácter general necesarias para el desarrollo y ejercicio de las atribuciones que le competan;

VIII. a la XXXIV. …
ARTÍCULO 23. …

I. a XXIX. … 

XXX.  Proponer en el seno del Consejo Estatal de Seguridad Pública, políticas, acciones y estrategias de coordinación en materia de prevención del delito y política criminal para todo el territorio del Estado; y efectuar estudios sobre los actos delictivos no denunciados e incorporar esta variable en el diseño de las políticas en materia de prevención del delito; 

XXXI.
y XXXII.
…

XXXIII. Auxiliar al Poder Judicial del Estado, cuando así lo requiera, para el debido ejercicio de sus funciones, así como a otras dependencias, órganos de gobierno y municipios; y cuando lo solicite, a la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza en la investigación y persecución de los delitos, en cuyo caso los cuerpos de policía que actúen en su auxilio estarán bajo el mando y conducción del Ministerio Público; y disponer de la fuerza pública en términos de las disposiciones legales aplicables; 

XXXVI.  a LXI. 
… 

…

… 

ARTÍCULO 29. …

I. Elaborar el proyecto de la Ley de Ingresos y del Presupuesto de Egresos del Estado, en coordinación con las dependencias y entidades y someterlo a la aprobación del gobernador;

II. a XL. …

…

...

ARTÍCULO 36. A la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, le corresponde el despacho de los siguientes asuntos: 

I. Organizar y coordinar el sistema de control interno y la evaluación de la gestión gubernamental; inspeccionar el ejercicio del gasto público estatal y su congruencia con los presupuestos de egresos, así como concertar con las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y validar los indicadores para la evaluación de la gestión gubernamental, en los términos de las disposiciones aplicables;
II. Vigilar, en colaboración con las autoridades que integren el Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción, el cumplimiento de las normas de control interno y fiscalización, así como asesorar y apoyar a los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal;
III.  Vigilar el cumplimiento, por parte de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, de las disposiciones en materia de planeación, presupuestación, ingresos, financiamiento, inversión, deuda y patrimonio;
IV.  Coordinar y supervisar el sistema de control interno, establecer las bases generales para la realización de auditorías internas, transversales y externas; expedir las normas que regulen los instrumentos y procedimientos en dichas materias en las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, así como realizar las auditorías que se requieran en éstas, en sustitución o apoyo de sus propios órganos internos de control;
V.  Designar y remover a los titulares de los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública del Estado, así como de las unidades administrativas equivalentes en las empresas productivas del Estado, quienes dependerán jerárquica y funcionalmente de la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, asimismo, designar y remover a los titulares de las áreas de auditoría, quejas y responsabilidades de los citados órganos internos de control; quienes tendrán el carácter de autoridad y realizarán la defensa jurídica de las resoluciones que emitan en la esfera administrativa y ante los Tribunales, representando al Titular de dicha Secretaría;

VI.  Designar y remover a los auditores externos de las entidades, así como normar y controlar su desempeño;
VII.  Intervenir por sí o a través de los órganos internos de control, en los procesos de entrega y recepción de las oficinas de las dependencias y entidades de la administración pública estatal, a efecto de verificar el procedimiento a seguir y conocer de las incidencias que pudieran resultar en faltas administrativas;
VIII.
Supervisar el cumplimiento de convenios y contratos en los que participen las dependencias y entidades, así como los acuerdos y convenios celebrados entre la federación y el estado, asimismo, los que se suscriban entre el estado y los municipios;
IX.
 Establecer y conducir la política general de las contrataciones públicas reguladas por la  Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza y la  Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, propiciando las mejores condiciones de contratación conforme a los principios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia, imparcialidad y honradez; emitir las normas, lineamientos, manuales, procedimientos y demás instrumentos análogos que se requieran en materia de dichas contrataciones públicas; proporcionar, en su caso, asesoría normativa con carácter preventivo en los procedimientos de contratación regulados por las mencionadas leyes que realicen las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y promover, con la intervención que corresponda a otras dependencias de la Administración Pública Estatal, la coordinación y cooperación con los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial locales, los órganos constitucionales autónomos, los municipios y demás entes públicos encargados de regímenes de contratación pública, a efecto de propiciar en lo procedente la homologación de políticas, normativas y criterios en materia de contrataciones públicas, que permita contar con un sistema de contrataciones públicas articulado a nivel estatal;

X.
Llevar el padrón de proveedores y contratistas, vigilar el cumplimiento de sus obligaciones, extendiendo la verificación a las obligaciones fiscales y laborales;
XI. 
Atender las quejas que presente la ciudadanía con motivo del desempeño del servicio público y las inconformidades que presenten los particulares con motivo de licitaciones, convenios o contratos que celebren con las dependencias y entidades; 

XII.
Archivar y llevar el registro de las actas o instrumentos que contengan la toma de protesta de los servidores públicos de la administración pública; 

XIII.  Llevar y normar el registro de servidores públicos de la Administración Pública del Estado, recibir y registrar las declaraciones patrimoniales y de intereses que deban presentar, así como verificar su contenido mediante las investigaciones que resulten pertinentes de acuerdo con las disposiciones aplicables. También registrará la información sobre las sanciones administrativas que, en su caso, les hayan sido impuestas;
XIV. Conocer e investigar las conductas de los servidores públicos de la Administración Pública del Estado que puedan constituir responsabilidades administrativas, así como substanciar los procedimientos correspondientes conforme a lo establecido en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, por sí, o por conducto de los órganos internos de control que correspondan a cada área de la Administración Pública; para lo cual podrán aplicar las sanciones que correspondan en los casos que no sean de la competencia del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza y, cuando se trate de faltas administrativas graves, ejercer la acción de responsabilidad ante ese Tribunal; así como presentar las denuncias correspondientes ante la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción y ante otras autoridades competentes, en términos de las disposiciones aplicables;
XV.  Formular y conducir en apego y de conformidad con las bases de coordinación que establezca el Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción, la política general de la Administración Pública Estatal para establecer acciones que propicien la integridad y la transparencia en la gestión pública, la rendición de cuentas y el acceso por parte de los particulares a la información que aquélla genere; así como promover dichas acciones hacia la sociedad;
XVI.  Conducir las políticas, establecer las normas y emitir las autorizaciones y criterios correspondientes en materia de planeación y administración de recursos humanos, contratación del personal, Servicio Profesional de Carrera;
XVII. Aprobar y registrar las estructuras orgánicas y ocupacionales de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y sus modificaciones; previo dictamen presupuestal favorable de la Secretaría de Finanzas;
XVIII.
Vigilar que las dependencias cuenten con reglamento interior, manuales de organización, manuales de procedimientos administrativos, y su congruencia y alineación entre los mismos;
XIX.
Organizar, coordinar y evaluar los programas integrales de modernización, desarrollo administrativo y calidad en las dependencias y entidades;
XX. Emitir normas, lineamientos específicos y manuales que, dentro del ámbito de su competencia, integren disposiciones y criterios que impulsen la simplificación administrativa, para lo cual deberán tomar en consideración las bases y principios de coordinación y recomendaciones generales que emita el Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción;
XXI.
Dictar las normas técnicas y criterios de aplicación a que deba sujetarse la planeación, programación y evaluación de las acciones, que en materia de informática, se lleven a cabo en la administración pública y otorgar la asesoría correspondiente; 

XXII.
Vigilar el cumplimiento de las políticas en materia de protección a los derechos humanos, igualdad de género, respeto a la diversidad y protección al medio ambiente; 

XXIII. Definir la política de gobierno digital, gobierno abierto y datos abiertos en el ámbito de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal;
XXIV.  Expedir las normas que regulen los instrumentos y procedimientos de control interno de la Administración Pública Estatal, para lo cual podrá requerir de las dependencias competentes la expedición de normas complementarias para el ejercicio del control administrativo. Lo anterior, sin menoscabo de las bases y principios de coordinación y recomendaciones emitidas por el Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción;
XXV.  Fiscalizar directamente o a través de los órganos internos de control, que las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal cumplan con las normas y disposiciones en materia de sistemas de registro y contabilidad, contratación y remuneraciones de personal, contratación de adquisiciones, arrendamientos, arrendamiento financiero, servicios y ejecución de obra pública, conservación, uso, destino, afectación, enajenación y baja de bienes muebles e inmuebles, almacenes y demás activos y recursos materiales de la Administración Pública Estatal;
XXVI.  Seleccionar a los integrantes de los órganos internos de control, garantizando la igualdad de oportunidades en el acceso a la función pública, atrayendo a los mejores candidatos para ocupar los puestos, a través de procedimientos transparentes, objetivos y equitativos;
XXVII. Designar y remover para el mejor desarrollo del sistema de control y evaluación de la gestión gubernamentales a los comisarios públicos de los órganos de vigilancia de las entidades de la Administración Pública Paraestatal; así como normar y controlar su desempeño;
XXVIII. Colaborar en el marco de los Sistemas Nacionales Anticorrupción y de Fiscalización, así como con los correspondientes en el Estado, en el establecimiento de las bases y principios de coordinación necesarios que permitan el mejor cumplimiento de las responsabilidades de sus integrantes;
XXIX. Implementar las acciones que acuerde el Sistema Estatal Anticorrupción, en términos de las disposiciones aplicables;
XXX. Informar periódicamente al Comité Coordinador del Sistema Anticorrupción del Estado, así como al Ejecutivo Estatal, sobre el resultado de la evaluación respecto de la gestión de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, así como del resultado de la revisión del ingreso, manejo, custodia y ejercicio de recursos públicos estatales, y promover ante las autoridades competentes las acciones que procedan para corregir las irregularidades detectadas;
XXXI. Establecer mecanismos internos para la Administración Pública Estatal que prevengan actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas;
XXXII. Implementar las políticas de coordinación que promueva el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, en materia de combate a la corrupción en la Administración Pública Estatal;
XXXIII. Emitir el Código de Ética de los servidores públicos de la administración pública estatal y las Reglas de Integridad para el ejercicio de la función pública; 

XXXIV.  Ejercer las facultades que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza le otorga a los órganos internos de control para revisar, mediante las auditorías a que se refiere el presente artículo, el ingreso, manejo, custodia y ejercicio de recursos públicos estatales, recursos públicos federales y participaciones federales según corresponda en el ámbito de su competencia; y
XXXV. Las demás que le encomienden expresamente las leyes y reglamentos.

El nombramiento del Secretario de Fiscalización y Rendición de Cuentas, que someta el Titular del Ejecutivo del Estado a ratificación del Poder Legislativo local, deberá estar acompañado de la declaración de intereses de la persona propuesta, en los términos previstos en las Leyes y demás disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 37. Los titulares de los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y de sus áreas de auditoría, quejas y responsabilidades, serán responsables de mantener el control interno de la dependencia o entidad a la que se encuentren adscritos. Asimismo, tendrán como función apoyar la política de control interno y la toma de decisiones relativas al cumplimiento de los objetivos y políticas institucionales, así como al buen desempeño de servidores públicos y órganos, a la modernización continua y desarrollo eficiente de la gestión administrativa y al correcto manejo de los recursos públicos. Los órganos internos de control de las entidades que cuenten con un régimen específico de control interno, se sujetarán a las funciones y organización establecidas en las disposiciones mediante las que se crea la respectiva entidad. 

Los órganos internos de control tienen la facultad de auditoría prevista en la fracción XXXIV del artículo 36 de esta ley y en ejercicio de esta atribución, se regirán por las leyes y disposiciones sobre adquisiciones, obra pública, presupuesto, contabilidad, procedimiento administrativo, transparencia y acceso a la información, responsabilidades, combate a la corrupción y demás disposiciones aplicables en la materia y por las bases y principios de coordinación que emitan el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, el Comité Coordinador del Sistema Anticorrupción del Estado y la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas respecto de dichos asuntos, así como sobre la organización, funcionamiento y supervisión de los sistemas de control interno, mejora de gestión en las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y presentación de informes por parte de dichos órganos.

Secretaría de Fiscalización y Redición de Cuentas como integrante del Sistema Nacional de Fiscalización incorporarán en su ejercicio las normas técnicas y código de ética, de conformidad con la Ley Nacional del Sistema Anticorrupción, Ley del Sistema Estatal Anticorrupción y las mejores prácticas que considere el referido sistema.

Las unidades encargadas de la función de auditoría de la Secretaría de Fiscalización y Redición de Cuentas y los órganos internos de control formularán en el mes de noviembre su plan anual de trabajo y de evaluación.

Los titulares de las unidades encargadas de la función de auditoría de la Secretaría de Fiscalización y Redición de Cuentas y de los órganos internos de control, en los meses de mayo y noviembre entregarán informes al titular de dicha Secretaría, sobre hallazgos en la gestión y recomendaciones en relación con las acciones correctivas, preventivas y oportunidades de mejora respecto de la calidad y eficiencia de los distintos procesos internos y sobre la relación de los procedimientos por faltas administrativas y de sanciones aplicadas por los órganos internos de control; las acciones de responsabilidad presentadas ante el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza y las sanciones correspondientes; las denuncias por actos de corrupción que presenten ante la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción; así como un informe detallado del porcentaje de los procedimientos iniciados por los órganos internos de control que culminaron con una sanción firme y a cuánto ascienden, en su caso, las indemnizaciones efectivamente cobradas durante el periodo del informe. 

Con base en dichos informes, así como de las recomendaciones y las bases y principios de coordinación que emita el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción y el Comité Coordinador del Sistema Anticorrupción del Estado, tanto las dependencias y entidades, así como la Secretaría de Fiscalización y Redición de Cuentas, implementarán las acciones pertinentes para mejora de la gestión.

De acuerdo a lo establecido en las leyes de la materia, así como en las bases y principios de coordinación emitidas por el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción y el Comité Coordinador del Sistema Anticorrupción del Estado, los titulares de los órganos internos de control encabezarán comités de control y desempeño institucional para el seguimiento y evaluación general de la gestión.

CAPÍTULO CUARTO

Se deroga
ARTÍCULO 38. Se deroga
SEGUNDO. Se reforman la fracción II del artículo 2, el segundo y tercer párrafo del artículo 3, el segundo párrafo del artículo 6, los últimos tres párrafos del artículo 7, las fracciones III, IV y V del artículo 9, el artículo 27, el artículo 35, el segundo párrafo del artículo 61 y el primer párrafo del artículo 66, de la Ley de Extinción de Dominio del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 2. …

…

I. 
…

II. 
Agente del Ministerio Público: Agente del Ministerio Público especializado, en el procedimiento de extinción de dominio de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza; 

III. 
a VII. …

Artículo 3. … 
…

I.  
a IV. …

Toda la información que se genere u obtenga con relación a esta ley, se regirá en los términos de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Coahuila de Zaragoza. 
El Fiscal General del Estado entregará un informe anual al Congreso del Estado sobre el ejercicio de las facultades que le otorga esta ley. 
Artículo 6. …

…

El Ministerio Público podrá desistirse de la acción de extinción de dominio en cualquier momento, antes de que se dicte sentencia definitiva, previo acuerdo del Fiscal General del Estado. En los mismos términos, podrá desistirse de la pretensión respecto de ciertos bienes objeto de la acción de extinción de dominio. 

Artículo 7. …

….  

…

Con motivo de la preparación de la acción, el Fiscal General del Estado y los servidores públicos en quienes delegue la facultad, podrán solicitar información y documentos sobre los depósitos, los servicios y en general, las operaciones que las instituciones del sistema financiero celebren con sus clientes, por conducto de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, y la de naturaleza fiscal, por conducto del Servicio de Administración Tributaria y de las demás entidades que resulten competentes, de conformidad con las disposiciones legales aplicables. 

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Ministerio Público deberá formular la petición respectiva, exponiendo los razonamientos por los cuales requiera la información y los documentos correspondientes, y la remitirá al Fiscal General del Estado o al servidor público que corresponda. 

Cuando se tenga identificada la institución financiera, el número de cuenta o la operación o servicio de que se trate, así como el cuentahabiente o usuario respectivo y demás elementos que permitan su identificación plena, el Ministerio Público podrá solicitar al juez que emita la orden de requerimiento de información y documentos directamente a la institución financiera de que se trate. 

Artículo 9. …

…

I. a II. …
III. Robo de vehículos;  

IV. Trata de personas; 

V. Enriquecimiento ilícito.
…

…

Artículo 27.  …

La acción de extinción de dominio se formulará mediante demanda del Ministerio Público, previo acuerdo del Fiscal General del Estado.

Artículo 35. …

En todos los casos que se admita el ejercicio de la acción, el Juez mandará publicar el auto respectivo por tres veces, de tres en tres días, debiendo mediar entre cada publicación dos días hábiles, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado y el Boletín de Información Judicial del Tribunal Superior de Justicia del Estado, así como en un diario de circulación nacional, cuyo gasto correrá a cargo de la Fiscal General del Estado o, para que comparezcan las personas que se consideren afectados, terceros, víctimas u ofendidos a manifestar lo que a su derecho convenga. 

Artículo 61. …

…

Dichos remanentes se destinarán en un 50 por ciento al bienestar social, asignándose a los programas y actividades a cargo de las Secretarías de Desarrollo Social, de Salud y de Educación, conforme al acuerdo que dicte el Ejecutivo del Estado. El otro 50 por ciento se asignará a partes iguales para los programas y actividades de la Secretaría de Gobierno en el área de Seguridad Pública y Fiscalía General del Estado. 

Artículo 66. …

En caso de que deban ser practicadas diligencias fuera de la entidad, el Ministerio Público requerirá la colaboración de la Fiscalía General de la entidad federativa de que se trate y de la Procuraduría General de la República.  

….  

…
TERCERO.- Se modifican el tercer párrafo del artículo 1, la fracción XIII del artículo 14, el segundo párrafo del artículo 56, el segundo párrafo de la fracción IV y fracción V del artículo 57, el primer párrafo del artículo 58, la fracción XIV del artículo 62, el inciso d), h), i), k) y n) del artículo 64, articulo 73, el artículo 75, el primer párrafo del artículo 80,  el primer párrafo del artículo 81, el primer párrafo del artículo 92, la fracción III del artículo 95, el artículo 100, el segundo párrafo del artículo 113, el primer párrafo del artículo 120, el quinto párrafo del artículo 126, el segundo párrafo del artículo 142, el primer párrafo del artículo 154, el primer párrafo del artículo 166, el artículo 172, el artículo 175, el artículo 178, fracción II del artículo 199, el artículo 234, el primer párrafo del artículo 261,  el artículo 263 BIS, el cuarto párrafo del artículo 267, el artículo 268, el primer párrafo del artículo 270 BIS, el cuarto párrafo del artículo 274, el artículo 277, el primer párrafo  y el tercer párrafo de la fracción I del artículo 278, el artículo 280, articulo 283, el artículo 284; se derogan el inciso b) de la fracción II del artículo 2,  el CAPÍTULO IV TER DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO del TITULO TERCERO, que comprende de los artículos 25-H al artículo 25-O,de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 1o.- …

…

El Tribunal Electoral, con excepción de lo dispuesto en el artículo 158 de la Constitución Política del Estado, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje y el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, serán máximas autoridades jurisdiccionales en la materia y órganos especializados del Poder Judicial; los dos primeros en los términos que establece el artículo 136 de dicha Constitución y el último por imperativo del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como por lo dispuesto en las demás leyes aplicables.

ARTÍCULO 2º. … 

I.- … 

II.- … 

a). …

b). SE DEROGA. 

c). y d). …

 III.- a la VII.- …

…

…

ARTÍCULO 14.- …

I. al XII. …

XIII. Conceder licencias económicas con goce de sueldo, por causa justificada hasta por quince días, a los Magistrados Distritales, a los Jueces y a los demás empleados del Poder Judicial que no dependan de las Salas, del Tribunal Electoral, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje o del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes. Esta facultad podrá delegarse al Oficial Mayor del Poder Judicial, con excepción de las relativas a las licencias que correspondan a los Magistrados y Jueces.

XIV.- al XXXVII.- …

CAPITULO IV TER 

SE DEROGA

ARTÍCULO 25-H. SE DEROGA
ARTÍCULO 25-I. SE DEROGA

ARTÍCULO 25-J. SE DEROGA

ARTÍCULO 25-K. SE DEROGA

ARTÍCULO 25-L. SE DEROGA

ARTÍCULO 25-N. SE DEROGA

ARTÍCULO 25-O. SE DEROGA

ARTÍCULO 56.- …

El Consejo de la Judicatura estará integrado por seis Consejeros, uno de los cuales será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, quien lo presidirá con voz y voto de calidad; uno designado por el Ejecutivo del Estado; uno designado por el Congreso del Estado; un Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, un Magistrado de Tribunal Distrital y un Juez de Primera Instancia, que serán seleccionados en cada periodo entre los de mayor antigüedad en el ejercicio de los respectivos cargos, en la última sesión que se celebre con los consejeros que concluyan en sus funciones. El Presidente del Tribunal Electoral, el Presidente del Tribunal de Conciliación y Arbitraje y el Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes únicamente formarán parte del Consejo, cuando se traten asuntos relativos al Tribunal que presiden. 

…

…

…

… 

…

ARTÍCULO 57.- … 

I. a la IV. …

En todo caso el proyecto de presupuesto de egresos, deberá contener las partidas suficientes para el funcionamiento del Tribunal Electoral, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje y del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes como órganos jurisdiccionales especializados; 

V.- Ordenar, por conducto del Presidente del Consejo, que la Visitaduría Judicial realice las auditorias especiales, o las visitas de inspección ordinarias o extraordinarias al Tribunal Electoral, al Tribunal de Conciliación y Arbitraje, al Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, a los Tribunales Distritales, a los Juzgados de Primera Instancia y a los Jueces Letrados, con objeto de proveer una mejor administración de justicia. En aquellos casos que a juicio del Presidente del Consejo sean urgentes, éste podrá ordenar las visitas extraordinarias que estime necesarias, por medio de la Visitaduría, debiendo informar de ello al Consejo de la Judicatura en la sesión más próxima. En el caso de los Juzgados Letrados, la práctica de visitas también podrá encomendarse a los Magistrados Distritales o a los Jueces de Primera Instancia. 

VI.- a la XVIII. …

…

…

…

…

ARTÍCULO 58. Cuando deban designarse Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje el Consejo propondrá al Gobernador del Estado, las respectivas listas de candidatos, en los términos de lo dispuesto por el artículo 146 de la Constitución Política del Estado.

…

ARTÍCULO 62.- …

I. a la XIII. …

XIV. Los servidores públicos del Tribunal Electoral, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje y del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, podrán participar en las promociones escalafonarias de los demás órganos jurisdiccionales, pero deberán demostrar conocimientos en la materia para la que deseen concursar.

XV. …

ARTÍCULO 64.- …

a) a la c) …

d) Actuario de las Salas del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje;

e) a la g) …

h) Secretario de Estudio y Cuenta de las Salas del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral o del Tribunal de Conciliación y Arbitraje;

i) Secretario de Acuerdo y Trámite de las Salas del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral o del Tribunal de Conciliación y Arbitraje;

k) Secretario General de Acuerdos del Tribunal Electoral o del Tribunal de Conciliación y Arbitraje;

l) y m) …

n) Magistrado del Tribunal Distrital, Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en Materia de Adolescentes y Magistrado de Sala Especial del Tribunal de Conciliación y Arbitraje.

…

…

ARTÍCULO 73. Inmediatamente que ocurra una vacante, el titular del órgano jurisdiccional, con excepción del Presidente del Tribunal Superior de Justicia, los de las Salas, el del Tribunal Electoral y el del Tribunal de Conciliación y Arbitraje dará aviso a la Presidencia del Consejo de la Judicatura, para que se haga la designación correspondiente de entre los aspirantes que figuren en la lista de reserva. 

Los titulares de las Salas, del Tribunal Electoral y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje harán las designaciones correspondientes respetando en todo caso el orden que corresponda en las listas de reserva, en los términos que establece esta ley.

ARTÍCULO 75. Los titulares de las Salas comunicarán a la Presidencia del Tribunal Superior de Justicia la designación que hagan, a más tardar dentro del tercer día. Los presidentes del Tribunal Electoral y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje harán lo propio ante el Presidente del Consejo de la Judicatura.

ARTÍCULO 80. Para ser nombrado Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, o del Tribunal de Conciliación y Arbitraje se requiere: 

I. a la VI. …

…

ARTÍCULO 81. Los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje serán hechos por el Gobernador del Estado de la lista de candidatos que le presente el Consejo de la Judicatura y sometidos a la aprobación del Congreso, el que la otorgará o negará, dentro del improrrogable término de cinco días. 

…

…

…

ARTÍCULO 92. Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje al iniciar el ejercicio de su cargo, rendirán la protesta de Ley ante el Congreso del Estado, y en sus recesos, ante la Diputación Permanente. 

…

…

ARTÍCULO 95. …

I.- y II.- … 

III.- De seis años en el primer ejercicio del encargo para el Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, para los Magistrados del Tribunal de Conciliación y Arbitraje y de los Tribunales Distritales, que se contará a partir de la fecha de su designación. Al término del citado período podrán ser designados nuevamente, por única vez, por un período de nueve años. 

…

ARTÍCULO 100. No podrán formar parte de la plantilla de personal de la Presidencia, de una misma Sala, del Tribunal Electoral, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, de un Tribunal Distrital o de un Juzgado, dos o más personas que sean cónyuges o parientes entre sí, en los mismos grados a que alude el artículo anterior.

ARTÍCULO 113.- …

Serán presididas por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, el Magistrado instructor en los asuntos del Pleno, el Presidente de la Sala, el Magistrado Presidente del Tribunal Electoral, el Magistrado Presidente del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, el Magistrado del Tribunal Distrital o el Juez. En su caso, y bajo su vigilancia, podrán delegar su dirección a un Secretario. 

ARTÍCULO 120. La Visitaduría Judicial General es el órgano auxiliar del Consejo de la Judicatura competente para inspeccionar el funcionamiento del Tribunal Electoral, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, de los Tribunales Distritales, de los Juzgados de Primera Instancia y Letrados, así como para supervisar las conductas de los integrantes de estos órganos.

…

ARTÍCULO 126.- …

…

…

…

Los impedimentos, excusas o recusaciones de los Magistrados del Tribunal Electoral, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje o del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes serán suplidos en los términos previstos en las leyes que regulan su funcionamiento.

ARTÍCULO 142.- …

El Instituto tendrá un Consejo Académico, integrado por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien lo presidirá, un Magistrado de cada Sala del Tribunal, un Magistrado del Tribunal Electoral, un Magistrado del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, el Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, el Magistrado del Tribunal Distrital del Primer Distrito, un Juez de Primera Instancia de cada materia de la Capital del Estado y un Juez Letrado del Distrito Judicial de Saltillo.

…

ARTÍCULO 154. El Consejo Editorial del Boletín se integrará con el Presidente del Tribunal, quien fungirá como Director, los Magistrados de las Salas, un Magistrado del Tribunal Electoral, un Magistrado del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, el Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, el Magistrado del Tribunal Distrital del Primer Distrito, un Juez de Primera Instancia en cada materia, un Secretario de Redacción y un administrador, que será el Oficial Mayor del Poder Judicial.

…

ARTÍCULO 166. Las faltas temporales y absolutas de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, serán suplidas por el Magistrado Supernumerario que corresponda, en el orden respectivo y de acuerdo con el turno que lleve el Presidente del Tribunal de que se trate. En caso de falta absoluta, el Magistrado Supernumerario actuará hasta en tanto se realice la nueva designación, para lo cual el Presidente del órgano colegiado de que se trate, inmediatamente que aquella ocurra, dará cuenta al Consejo de la Judicatura quien atenderá al procedimiento establecido en esta ley.

…

ARTÍCULO 172. Para los efectos de las responsabilidades a que se refiere este título se reputarán como servidores públicos de la administración de justicia: a los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; a los Magistrados del Tribunal Electoral; a los Magistrados del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; al Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, a los Magistrados de los Tribunales Distritales; a los Jueces de primera instancia; a los Jueces letrados; y en general a toda persona que desempeña un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza dentro del Poder Judicial.

ARTÍCULO 175. Son sujetos de juicio político: los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; los Magistrados del Tribunal Electoral; los Magistrados del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, el Magistrado del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, los Magistrados de los Tribunales Distritales; y los Jueces de Primera Instancia, cualquiera que sea su denominación.

ARTÍCULO 178. Para proceder penalmente contra los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral o del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar, mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha lugar o no a proceder contra el inculpado.

ARTÍCULO 199.- …

I.- …

II. Por el Consejo de la Judicatura, cuando se trate de quejas en contra de los servidores públicos judiciales integrantes de las Salas del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, de los Tribunales Distritales y de los Juzgados del Poder Judicial; 

III.- a la V.- …

…

…

ARTÍCULO 234. Las listas se harán llegar oportunamente a las Salas del Tribunal Superior de Justicia, al Tribunal Electoral, al Tribunal de Conciliación y Arbitraje, al Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, a los Tribunales Distritales y a los Juzgados, debiendo ser publicadas en los estrados, donde permanecerán a la vista del público, durante todo el año.

ARTÍCULO 261. La jurisprudencia local que emane de los Tribunales del Poder Judicial del Estado es una garantía jurisdiccional. El Pleno y las Salas del Tribunal Superior de Justicia, el Tribunal Electoral, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes y los Tribunales Distritales, están facultados para formar jurisprudencia en los términos que dispone esta ley.

…

ARTÍCULO 263 BIS. El Tribunal Electoral, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje y el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes formarán jurisprudencia cuando sustenten el mismo criterio en tres resoluciones ininterrumpidas.

ARTÍCULO 267. … 

…

…

El Tribunal de Conciliación y Arbitraje, por conducto de su Presidencia, enviarán copia certificada de las tesis de jurisprudencia aprobadas a las Salas Distritales o Especiales, según corresponda. 

…

ARTÍCULO 268. La jurisprudencia por reiteración que emane del Pleno y de las Salas del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes o del Consejo de la Judicatura, deberá estar debidamente glosada en tesis y aprobadas para su debida publicación.

ARTÍCULO 270 BIS. La jurisprudencia de los Tribunales Electoral y de Conciliación y Arbitraje por contradicción de tesis se regirá de acuerdo al procedimiento que señalan las fracciones I, II y III del artículo 269 de esta ley, pero la denuncia por contradicción se presentará ante el Secretario de Acuerdos del Tribunal que corresponda. Tratándose del último tribunal la jurisprudencia versará sobre criterios sustentados por las Salas Distritales o Especiales, según el caso, procurando su uniformidad. 

…

ARTÍCULO 274. …

…

…

La jurisprudencia que pronuncie del Tribunal Conciliación y Arbitraje tendrá observancia obligatoria para las Salas Distritales y las Salas Especiales, según el caso, y para todas las autoridades del Estado. 

…

…

ARTÍCULO 277. La interrupción de la jurisprudencia tendrá como consecuencia que deje de surtir sus efectos de obligatoriedad. El Pleno y las Salas del Tribunal Superior de Justicia, el Tribunal Electoral, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes y el Consejo de la Judicatura, estarán facultados para interrumpir su jurisprudencia sólo en los casos y bajo las condiciones que establece este capítulo.

ARTÍCULO 278. La jurisprudencia por reiteración o por contradicción que emane del Pleno y de las Salas del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje o del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, según el caso, se interrumpirá por otras en contrario de ellas, según corresponda, siempre y cuando: 

I. … 

…

Si se trata del Tribunal Electoral o del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, que la interrupción se apruebe por lo menos por dos Magistrados y existan dos resoluciones subsecuentes en contrario que se dicten de manera ininterrumpida por parte del Pleno de esos Tribunales. 

…

…

II. …

ARTÍCULO 280. El Pleno y las Salas del Tribunal Superior de Justicia, el Tribunal Electoral, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes y el Consejo de la Judicatura estarán facultados para modificar su jurisprudencia, señalando en todo caso las razones fundadas para hacerlo. Es necesario que exista pronunciamiento previo de una resolución en un caso concreto para modificar la jurisprudencia, observándose las mismas reglas establecidas en esta ley para su formación. 

El Pleno y las Salas del Tribunal Superior de Justicia, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes y el Consejo de la Judicatura, por sí mismos, o bien por conducto de las propuestas que realicen los Tribunales Distritales o los Jueces, en su caso, podrán modificar la jurisprudencia en la forma prevista en el párrafo anterior. 

En los casos de las propuestas de las Salas Distritales, Salas Especiales, Tribunales Distritales o los Jueces se harán por vía de denuncia ante el Pleno y las Salas del Tribunal Superior de Justicia el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes o el Consejo de la Judicatura, según el caso, para que éstos determinen si ha lugar o no a modificar el criterio. La propuesta de modificación deberá identificar la tesis jurisprudencial en cuestión, las razones que motiven la denuncia y, en su caso, las constancias necesarias que sirvan de base para fundamentar que en los casos concretos es justificada la modificación propuesta. 

El Pleno y las Salas del Tribunal Superior de Justicia, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes o el Consejo de la Judicatura podrán modificar sus tesis de jurisprudencia sin que estén vinculados por la denuncia de modificación.

ARTÍCULO 283. El Pleno y las Salas del Tribunal Superior de Justicia, el Tribunal Electoral, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes y el Consejo de la Judicatura formularán sus tesis de jurisprudencia y ordenarán que se publiquen dentro de los sesenta días siguientes al que se aprueben. En cualquier caso, se deberá enviar para su publicación la tesis de jurisprudencia al Boletín de Información Judicial o al Periódico Oficial del Gobierno del Estado, quince días antes de que venza el plazo anterior.

ARTÍCULO 284. En todo caso, el Pleno y las Salas del Tribunal Superior de Justicia, el Tribunal Electoral, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, el Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, el Consejo de la Judicatura, los Tribunales Distritales y los Jueces del Poder Judicial, según corresponda, deberán remitir mensualmente a la Presidencia las tesis que contengan jurisprudencia, mencionando esta circunstancia; o los criterios debidamente formulados que estimen relevantes, sustentados en las resoluciones dictadas en los procesos en que hayan conocido. 

…

CUARTO.- Se deroga el Titulo Primero con su capítulo único y los artículos del 1o.al 5o; el Titulo Tercero que comprende el capítulo I con los artículos del 51 al 53 y el capítulo segundo con los artículos del 54 al 73;  y el Titulo Cuarto con su capítulo único que comprende del artículo 74 al 85, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
TITULO PRIMERO

SE DEROGA

CAPITULO UNICO

SE DEROGA

ARTICULO 1o.- SE DEROGA

ARTICULO 2o.- SE DEROGA

ARTICULO 3o.- SE DEROGA

ARTICULO 4o.- SE DEROGA

ARTICULO 5o.- SE DEROGA
TITULO SEGUNDO

PROCEDIMIENTO ANTE EL CONGRESO DEL ESTADO EN MATERIA DE JUICIO POLITICO 

ARTICULO 8o.- Redundan en perjuicio de los intereses públicos fundamentales y de su buen despacho:

I.- a VIII. …

…

El Congreso del Estado valorará la existencia y gravedad de los actos u omisiones a que se refiere este artículo. Cuando aquéllos tengan carácter delictuoso se estará a lo dispuesto por la legislación penal aplicable al caso concreto.

ARTICULO 11.- …

Al efecto, una vez instalado el Congreso, en el año en que deba llevarse a cabo su renovación, dentro de las comisiones permanentes que se nombren, deberá designarse la Comisión Instructora del Juicio Político, misma que para la sustanciación del procedimiento consignado en la presente ley, se constituirá en órgano de acusación, y el Congreso, en jurado de sentencia, previa declaración de su Presidente.

CAPITULO TERCERO

SE DEROGA

DE LA DECLARACION DE PROCEDENCIA EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PENAL

SE DEROGA

ARTICULO 29.- SE DEROGA.

ARTICULO 30.- SE DEROGA.

ARTICULO 31.- SE DEROGA.
ARTICULO 32.- SE DEROGA.

ARTICULO 33.- SE DEROGA.

ARTICULO 34.- SE DEROGA.

ARTICULO 35.- SE DEROGA.

ARTICULO 36.- SE DEROGA.

ARTICULO 37.- SE DEROGA.

ARTICULO 38.- SE DEROGA.

ARTICULO 39.- SE DEROGA.

ARTICULO 40.- SE DEROGA.

ARTICULO 41.- SE DEROGA.

ARTICULO 42.- SE DEROGA.

ARTICULO 43.- SE DEROGA.

ARTICULO 44.- SE DEROGA.

ARTICULO 45.- Las partes que intervengan en los procedimientos de juicio político podrán solicitar de las oficinas o autoridades correspondientes, las copias certificadas de documentos que pretendan ofrecer como prueba ante la Comisión Instructora o ante el Congreso.

Las autoridades estarán obligadas a expedir dichas copias certificadas sin demora, y si no lo hicieren, la Comisión Instructora o el Congreso del Estado, a petición del interesado, señalará a la autoridad omisa un plazo razonable para que las expida bajo apercibimiento de imponerle una multa de diez a cien veces el valor diario de la unidad de medida y actualización, sanción que se hará efectiva si la autoridad no la expidiere. Si resultare falso que el interesado hubiere solicitado las constancias, la multa se hará efectiva en su contra.

ARTICULO 47.- La Comisión Instructora de Juicio Político podrá disponer las medidas de apercibimiento que fueren procedentes mediante acuerdo de la mayoría de sus miembros.

ARTICULO 48.- En ningún caso, podrá dispensarse un trámite de los establecidos para el procedimiento de juicio político.

ARTICULO 49.- Los plazos a que se refieren los procedimientos de juicio político se entienden comprendidos dentro del período ordinario de sesiones del Congreso del Estado, o bien dentro del siguiente extraordinario a que se convoque.

ARTICULO 50.- En todas las cuestiones relativas a los procedimientos de juicio político no previstas en esta Ley, así como en la apreciación de las pruebas, se observarán las disposiciones del Código Procesal Civil vigente en el Estado.

TITULO TERCERO

SE DEROGA
CAPITULO I

SE DEROGA
ARTICULO 51.- SE DEROGA

ARTICULO 52.- SE DEROGA
ARTICULO 53.- SE DEROGA

CAPITULO SEGUNDO

SE DEROGA

ARTICULO 54.- SE DEROGA

ARTICULO 55.- SE DEROGA

ARTICULO 56.- SE DEROGA

ARTICULO 57.- SE DEROGA

ARTICULO 58.- SE DEROGA 

ARTICULO 59.- SE DEROGA

ARTICULO 60.- SE DEROGA

ARTICULO 61.- SE DEROGA

ARTICULO 62.- SE DEROGA

ARTICULO 63.- SE DEROGA

ARTICULO 64.- SE DEROGA 

ARTICULO 65.- SE DEROGA
ARTICULO 66.- SE DEROGA

ARTICULO 67.- SE DEROGA

ARTICULO 68.- SE DEROGA

ARTICULO 69.- SE DEROGA

ARTICULO 70.- SE DEROGA

ARTICULO 71.- SE DEROGA

ARTICULO 72.- SE DEROGA

ARTICULO 73.- SE DEROGA

TITULO CUARTO

CAPITULO UNICO

SE DEROGA

ARTÍCULO 74.- SE DEROGA

ARTÍCULO 75.- SE DEROGA

ARTICULO 75 BIS.- SE DEROGA

ARTICULO 76.- SE DEROGA
ARTICULO 77.- SE DEROGA

ARTÍCULO 78.- SE DEROGA

ARTICULO 78 BIS.- SE DEROGA
ARTICULO 79.- SE DEROGA
ARTICULO 80.- SE DEROGA

ARTICULO 81.- SE DEROGA

ARTICULO 82.- SE DEROGA

ARTICULO 83.- SE DEROGA

ARTICULO 84.- SE DEROGA
ARTICULO 85.- SE DEROGA

TRANSITORIOS
PRIMERO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor al día posterior a su publicación, sin perjuicio de los siguientes transitorios.

TERCERO. En un plazo no mayor a treinta días a partir de la publicación del presente decreto, se deberán de realizar las adecuaciones necesarias a las disposiciones administrativas correspondientes.

CUARTO. Las reformas relativas a la Fiscalía General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor una vez que se emita la declaratoria a que se refiere el artículo segundo transitorio de la reforma a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza en materia del Sistema Estatal Anticorrupción.        
QUINTO. La reforma a la Ley Orgánica del Poder judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza entrará en vigor, una vez que los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza sean designados por el Ejecutivo del Estado y ratificados por el Congreso Estatal, en los términos de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEXTO. En el caso de que existan recursos presupuestales asignados al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, se deberán transferirse al Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza en los términos de las disposiciones aplicables.

OCTAVO. Los procedimientos de responsabilidad administrativa iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente reforma y aquellos que se verifiquen antes de la entrada en vigor de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio.
NOVENO. Hasta que sean designados los titulares de los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública del Estado, así como de las unidades administrativas equivalentes en las empresas productivas del Estado, así como a los titulares de las áreas de auditoría, quejas y responsabilidades de los citados órganos internos de control, a que se refiere la Fracción V del artículo 36, será la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas la encargada de llevar a cabo de manera temporal estas funciones.
DÉCIMO. La Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas Órgano Estatal de Control seguirá facultada para realizar el registro de la situación patrimonial de los servidores públicos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, de los municipios de la entidad; de las entidades paraestatales y paramunicipales, así como el de los organismos autónomos del estado, hasta en tanto el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción emita los formatos para la presentación de las declaraciones patrimoniales y de intereses y se realicen las modificación a sus respectivos ordenamientos jurídicos.
DÉCIMO PRIMERO. Los artículos 74, 75 y 75 BIS de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza continuarán en vigor hasta en tanto el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción emita los formatos para la presentación de las declaraciones patrimoniales y de intereses y se realicen las modificación a sus respectivos ordenamientos jurídicos.
DÉCIMO PRIMERO. Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.
Dado en la Residencia Oficial del Poder Ejecutivo, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, al primer día del mes de agosto del año dos mil diecisiete.

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN”

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ

EL SECRETARIO DE GOBIERNO

VÍCTOR MANUEL ZAMORA RODRÍGUEZ
	EL SECRETARIO DE FINANZAS

ISMAEL EUGENIO RAMOS FLORES
	EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO

HOMERO RAMOS GLORIA


	EL SECRETARIO DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS

CARLOS EDUARDO CABELLO GUTIÉRREZ
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